LESCHIUTTA – EMPLEO PÚBLICO – NATURALEZA JURÍDICA - REMUNERACIÓN
 SEQ CHAPTER \h \r 1S.T.1, pág.:     69         .

En la ciudad de Santa Fe, a los 26   días del mes de febrero del año dos mil dos, se reunieron en acuerdo los señores Jueces de la Cámara de lo Contencioso Administrativo N° 1, doctores Luis Alberto De Mattia y Alfredo Gabriel Palacios, con la presidencia del titular doctor Federico José Lisa, a fin de dictar sentencia en los autos caratulados “LESCHIUTTA, Amadeo Alvise contra PROVINCIA DE SANTA FE (Expte. C.S.J. 1158/96) sobre RECURSO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO” (Expte. C.C.A.1 n° 247, año 2001). Se resolvió someter a decisión las siguientes cuestiones: PRIMERA: ¿es admisible el recurso interpuesto?; SEGUNDA: en su caso, ¿es procedente?; TERCERA: en consecuencia, ¿qué resolución corresponde dictar?. Asimismo se emitieron los votos en el orden que realizaron el estudio de la causa, o sea doctores Lisa, De Mattia y Palacios.

A la primera cuestión el señor Juez de Cámara doctor Lisa dijo:

I.1. El señor Amadeo Alvise Leschiutta promueve recurso contencioso administrativo contra la Provincia de Santa Fe con el objeto de que se le abonen las diferencias salariales habidas por falta de pago de la bonificación por incompatibilidad parcial (50% de los haberes) establecida en el artículo 2 del decreto 2477/82 -de designación-, con más intereses desde la interposición del reclamo, y costas.

Señala que en el mencionado artículo 2 del decreto de designación como Médico Director (2477/82) se estableció a su favor una bonificación del 50% de sus haberes por incompatibilidad parcial, y otra del 40% por atención adicional, de acuerdo al artículo 38, apartado II, inciso d), y apartado IV, inciso g) de la ley 6401; y que desde su nombramiento percibió la mencionada bonificación, hasta que dejó de abonársele sorpresivamente y sin explicación desde el 1.7.1983.

Expresa que, ante su reclamo, la Junta de Escalafonamiento Médico le informó que a raíz del dictado de la ley 9282, se modificó el régimen de incompatibilidad, estableciéndose una total, con una bonificación del 100%.

Considera que esta alternativa implicaba dejar totalmente la atención particular de pacientes, lo cual le generaba un grave perjuicio, posterior a su nombramiento, y cuando evidentemente “tenía derechos adquiridos en lo relativo a la percepción de la bonificación por incompatibilidad parcial (50%), con la que se lo había designado y venía percibiendo”.

Después de relatar algunas alternativas del procedimiento administrativo, considera que su pretensión es absolutamente ajustada a derecho, por cuanto la bonificación por incompatibilidad parcial del 50% fue establecida expresamente en el artículo 2 del decreto de nombramiento, y la posterior modificación del régimen por incompatibilidad mediante la ley 9282, creó una situación perjudicial para sus derechos adquiridos, pues percibía el 50% con incompatibilidad parcial, lo que implicaba -en la práctica- seguir atendiendo a sus pacientes particulares.

Concluye sosteniendo que la ley, al modificar el régimen de incompatibilidad, lo hizo creando un régimen distinto, acarreando en su caso una situación de perjuicio en relación a la que ya revistaba, y con la cual había sido designado, siendo totalmente contrario a derecho que por una ley posterior se vulneren derechos legítimamente adquiridos, y que, como tales, ya habían ingresado a su patrimonio.

2. Declarada, por la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, la admisibilidad del recurso interpuesto (f. 26), comparece la Provincia de Santa Fe (f. 35) y, corrido el respectivo traslado, contesta la demanda a fojas 38/43 vto.

Niega -entre otras cuestiones- que el actor haya tenido derechos adquiridos en lo relativo a la percepción de la bonificación por incompatibilidad parcial (50%), y -en suma- la procedencia del recurso.

Aduce que la ley 9282 dispuso un régimen de remuneraciones para los profesionales de la Sanidad, entre ellos, los médicos, integrando el haber mensual con los siguientes rubros: sueldo mensual, bonificación por antigüedad, asignación familiar y bonificaciones especiales (artículo 17), entre las cuales no figuran “las reclamadas”; y que de esa forma se derogó lo establecido en la ley 6401 respecto de las bonificaciones.

Es por ello -explica- que a partir del 1.7.1983 percibió sus haberes sin las bonificaciones que el decreto de designación le había acordado.

Con cita de doctrina, refiere a la prerrogativa -y límites-  que tiene la Administración Pública en orden a la modificación del contrato de función o empleo público o a su situación estatutaria, legal o reglamentaria.

En ese sentido, señala que la Administración puede alterar el sueldo, disminuyendo su monto, en tanto no signifique una alteración “sustancial” del contrato de empleo público; y concluye que, en el caso, se ha procedido de conformidad con las competencias que le otorga la Constitución provincial al Poder Legislativo, de “dictar leyes sobre organización de la Administración Pública y el estatuto de los funcionarios y empleados públicos” (art. 55, inciso 23), modificando el estatuto escalafón de los profesionales de la Sanidad con el alcance “general”, garantizándose por ello el principio constitucional de igualdad.

Agrega que el actor -que cesó por jubilación el 1.3.1993- no demuestra que la modificación del régimen salarial haya implicado una disminución de sus ingresos puesto que, al modificarse el régimen de incompatibilidad, se habría establecido una bonificación del 100% y, ante el reclamo del actor, se le propuso la opción por el nuevo régimen, que fue rechazada.

Para el supuesto de entenderse que la pretensión del recurrente comprende períodos anteriores al reclamo, opone la prescripción parcial respecto de las diferencias reclamadas con anterioridad al 13.4.1990.

Pide, en definitiva, se rechace el recurso; con costas.

3. Abierta la causa a prueba (f. 44), producida la que consta en autos, y habiendo alegado las partes sobre su mérito (fs. 80/81 vto. y 82/84), se dicta el llamamiento de autos (f. 85). Firme dicha providencia, se halla la causa en estado de ser resuelta.

4. De conformidad al artículo 23, inciso a), de la ley 11.330, corresponde emitir pronunciamiento sobre la admisibilidad del recurso.

Al respecto, no se han invocado, ni se advierten, razones que justifiquen apartarse del auto obrante a foja 26 (C.S.J.P. A. y S. T. 136, pág. 167).

Voto, pues, por la afirmativa.

A la misma cuestión, los señores Jueces de Cámara doctores De Mattia y Palacios, expresaron idénticos fundamentos a los vertidos por el señor Juez de Cámara doctor Lisa, y votaron en igual sentido. 

A la segunda cuestión el señor Juez de Cámara doctor Lisa dijo:

II.1. Los términos en que se ha trabado la litis  justifican precisar el alcance de la pretensión, tanto respecto de los rubros que la integran como en su aspecto temporal.

En cuanto a lo primero, se observa que la pretensión ejercida mediante este recurso contencioso administrativo alcanza sólo a la bonificación por incompatibilidad: no comprende, pues,  la bonificación por atención adicional. Diversas actuaciones así lo demuestran (ver expte. adm. 00501-167620-V “s/bonificación por incompatibilidad parcial”), como así también lo expresado por el actor a fojas 14 vto. y 15 del escrito de demanda, y, especialmente, al alegar sobre el mérito de la causa (f. 80).

Por otra parte, las razonables dudas opuestas por la Provincia acerca del alcance temporal de la pretensión, se despejan con lo señalado por el actor al alegar, oportunidad en la que refiere a que la fecha del reclamo administrativo “sólo debe ser tomada para contar retroactivamente -a partir de la misma- cuáles son los períodos no prescriptos y que efectivamente deben ser abonados por la demandada” (f. 81). Ello, por lo demás, es congruente con los términos de su reclamo inicial (f. 1; expte. adm. cit.), en el que solicitó la liquidación de las diferencias de sueldos que no hubieren sido alcanzadas por la prescripción.

2. Se adelanta que el presente recurso debe declararse improcedente.

Para así concluir, deben tenerse en cuenta algunas cuestiones básicas.

a. En primer lugar, que la ley 9282 define un verdadero status jurídico; status que -además- es “especial” por comprender a un determinado sector de agentes de la Administración Pública.

Así lo ha declarado -específicamente respecto de esa ley- la Corte Suprema de Justicia de la Provincia en autos “Abraham” (A. y S. T. 107, pág. 77), al señalar que “fue tomando cuerpo para determinados agentes de la Administración un verdadero status especial; esto es, parafraseando a calificada doctrina, fueron adquiriendo consistencia legal ciertas posiciones de ciertos sujetos, posiciones que traducen su particular pertenencia a un subsistema jurídico. ‘De tales status derivan para las personas numerosas potestades, derechos y obligaciones’ (G. Zanobini, por todos)”. Potestades, derechos y obligaciones -agregó el Alto Tribunal- establecidos “de modo inescindible”.

La sola lectura de las distintas disposiciones de esa ley, como así también su propia designación como “Estatuto”, permite afirmar que se trata de normas  que regulan el contenido de las relaciones de empleo público que traba la Administración Pública con los “Profesionales Universitarios de la Sanidad”, y confirma de modo fehaciente que define -respecto de estos sujetos- esa particular cualidad jurídica conocida como status, la que -oportuno es aclararlo- “comienza a delinearse a partir del artículo 14 bis de la Constitución nacional; 7, 20 y concordantes de la Constitución provincial, y culmina en las distintas cláusulas de los convenios reguladores de la relación...” (C.S.J.P. “Cutchet”, A. y S. T. 125, pág. 45): en este supuesto, la mencionada ley 9282.

b. De la conformación de un status jurídico se siguen diversas consecuencias. La que ahora interesa refiere a la circunstancia -también reconocida por el Máximo Tribunal local- de que los status jurídicos “vienen a ser el presupuesto de una  esfera  de  capacidad  y  por  ello  de una serie abierta de poderes y deberes, o de relaciones, que pueden  variar  y  varían sin  que por eso varíe o cambie el estado jurídico, por lo que en definitiva, son situaciones-base o situaciones-presupuesto de las que surgen y se irradian manifestaciones singulares de relaciones que pueden ser, ya activas ya pasivas (Barile, Paolo.  Corso  di Diritto Costituzionale, Padova,  1964, 2a.  ed., pág.  13; Barbero, Domenico.  Sistema del Derecho Privado, Bs.  As., 1967, trad.  S. Sentís Melendo, I, pág.  185 y Santoro Passarelli,  F.  Doctrinas generales del Derecho Civil, Madrid, 1964, pág. 5)” (“Malaponte”, A. y S. T. 89, pág. 123; el subrayado no corresponde al texto). 

c. Como se observa, ello se vincula a lo aducido por la demandada en torno al ius variandi en la relación de empleo público, cuyos límites también han sido precisados por la Corte Suprema de Justicia de la Provincia en reiterados precedentes.

En este sentido, consideró que “las garantías que protegen todo tipo de trabajo y el ejercicio del llamado ius variandi conoce, en el ámbito administrativo, una limitación relacionada directamente con los fines públicos de la persona jurídica empleadora. Dicho ejercicio es controlado judicialmente (véase C.S.J.N. Reaseguradora Argentina S.A. c/Estado Nacional, Set. 13-1990 y comentarios de G. Bidart Campos en E.D., lunes 27-5-1991, n° 7749), mediante el juicio de razonabilidad constitucional; por medio de la pauta o standard jurídico de razonabilidad con la que se supone se resolverá en cada caso concreto el delicado equilibrio entre intereses opuestos y que permite, en suma, conocer si existe adecuación del medio utilizado al fin propuesto” (“Rivero”, A. y S. T. 135, pág. 211; “Arce”, A. y S. T. 156, pág. 377; etc.).

d. Por último, no podría esta Cámara soslayar el modo en que las cuestiones propuestas en los puntos que anteceden operan en el ámbito de la retribución del empleado público; e incluso en el más específico de las incompatibilidades.

En este último orden de ideas, no es dudoso que las prerrogativas -legislativas o administrativas, según el caso- con que cuenta el Estado en orden a la modificación unilateral de las relaciones de empleo público, alcanzan también al régimen jurídico de las incompatibilidades, más allá de las consecuencias que de tales modificaciones puedan derivarse cuando -como en el caso- son sobrevinientes a la designación del agente.

3. A la luz de las consideraciones que anteceden  es claro que -tal como se adelantó- el recurso no puede prosperar.

En efecto, el planteo del actor supone otorgar al contenido de la relación de empleo público una rigidez que -conforme se ha dicho- resulta conceptualmente incompatible con la noción de status jurídico, y -puede agregarse ahora- con la dinámica propia de ese tipo de relaciones jurídicas.

En el mejor de los casos, parecería posible entender que su planteo implica que tal status debe integrarse -también- con disposiciones que perdieron vigencia (las bonificaciones de la ley 6401); pero ello soslaya, no sólo la elemental circunstancia de que nadie tiene un derecho adquirido a la permanencia de las leyes o reglamentaciones (C.S.J.N. Fallos “Revestek S.A.”; Fallos 318:1531; y más recientemente “Gorosito”, del 1.2.2002, considerando 7°; de esta Cámara, “Línea 18”, A. T. 1, pág. 400), sino las pautas de unidad y globalidad con que debe aplicarse todo estatuto.

Estas pautas, respecto de la ley 9282, fueron oportunamente reconocidas por la Corte local en el mencionado precedente “Abraham”, en el cual consideró que “el legislador estableció mediante la citada ley, un ‘régimen de remuneraciones’ integrado por diversos rubros”, concluyendo -de un modo que se comparte y que sella la suerte adversa del recurso- que no estaba autorizada “a incorporar ningún rubro más de aquellos que expresamente reconoció como contraprestación justa (véase artículo 17 y concordantes, ley 9282)” (considerando 6).

Tal aserto encuentra también respaldo en el Mensaje N° 2095 que acompañó al proyecto que culminó con la sanción de la ley 9282.

En efecto, allí se indica la aplicación de un nuevo “sistema remunerativo”, basado incluso en un distinto mecanismo de cálculo; todo lo cual confirma la imposibilidad de integrar tal “sistema” con componentes que se tornaron extraños al mismo por haber perdido vigencia.

Ahora bien: conforme surge del relato efectuado al tratar lal cuestión anterior, el recurrente alega, como único sustento del derecho que postula a percibir la bonificación por incompatibilidad parcial del 50% que preveía la ley 6401, que la modificación introducida por la ley 9282 al régimen de incompatibilidad, “creó una situación perjudicial para (sus) legítimos derechos adquiridos...” (fs. 14 y 81).

Ya se ha señalado el alcance del ius variandi, y de los “derechos adquiridos”, especialmente en el ámbito de la relación de empleo público; resta ahora agregar que no se advierte -por las razones expuestas- de qué modo la concurrencia de eventuales perjuicios podría habilitar al Tribunal a integrar un régimen salarial con componentes que, por haber perdido vigencia, se tornaron extraños al sistema legalmente establecido (tal, en definitiva, la pretensión del recurrente).

Mas, aun pasando por alto esa circunstancia, el invocado perjuicio no ha sido demostrado.

Al respecto, mientras no surge de autos que el actor haya efectivamente dejado de ejercer su actividad privada, sí consta, en cambio, que se le otorgó la alternativa de percibir una bonificación por incompatibilidad del 100% (f. 8; expte. adm. cit.).

A su vez, el nuevo régimen instaurado por la ley 9282, cuestionado por el actor casi nueve años después de su entrada en vigencia, le significó un  sensible aumento en su retribución, pues -como bien lo destaca la demandada- percibió la suma de $a. 5.195 al mes de julio de 1983, y desde la vigencia de dicha ley pasó a cobrar el importe de $a. 7.449 (ver f. 67); lo que, por lo demás, armoniza con el propósito que se fijó el legislador en cuanto a que “se ha previsto también la jerarquización de los salarios de los profesionales” (Mensaje N° 2095; citado).

Por otra parte, es cierto que la Corte local -en el mencionado caso “Abraham”, y en los restantes citado- dejó a salvo el control de constitucionalidad, pero también lo es que -al menos de un modo expreso-  tal examen no ha sido requerido en el caso.

Y si se entendiese, en razón de lo expresado por el actor acerca de que es “totalmente contrario a derecho que por una ley posterior se vulneren derechos legítimamente adquiridos” (f. 14 vto.), que el Tribunal está habilitado a efectuar tal control, igualmente correspondería desechar el recurso.

Para así decidirlo, bastaría con reiterar que no se ha demostrado la concurrencia de perjuicio, y con agregar que -por las razones señaladas- no es jurídicamente posible postular la existencia de un derecho adquirido a la permanencia de una determinada bonificación.

Además, frente a la modalidad en que la ley 9282 fue aplicada al recurrente, y ante las condiciones salariales que ella establecía, no podría predicarse la concurrencia -no invocada, ni, desde luego, probada- de un supuesto de arbitrariedad que justifique adoptar una decisión contraria.

Por todo lo expuesto, voto por la negativa.

A la misma cuestión, los señores Jueces de Cámara doctores De Mattia y Palacios expresaron idénticos fundamentos a los vertidos por el señor Juez de Cámara doctor Lisa, y votaron en igual sentido.

A la tercera cuestión el señor Juez de Cámara doctor Lisa dijo: 

Atento el resultado obtenido al tratar la cuestión anterior, corresponde declarar improcedente el recurso interpuesto; con costas al recurrente.

Así voto.

A la misma cuestión, los señores Jueces de Cámara doctores De Mattia y Palacios dijeron que la resolución que correspondía adoptar era la propuesta por el señor Juez de Cámara doctor Lisa, y así votaron.

En mérito a los fundamentos del acuerdo que antecede, la Cámara de lo Contencioso Administrativo N° 1 RESOLVIÓ: Declarar improcedente el recurso interpuesto; con costas al recurrente.
Registrarlo y hacerlo saber.

Con lo que concluyó el acto firmando los señores Jueces de Cámara por ante mí, doy fe.

Fdo.: DE MATTIA-LISA-PALACIOS-BARRAGUIRRE (Secretario).
